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2280 REAL DECRETO 3935/1982, de 22 de diciembre, por 
el que se concede la Gran Cruz de San Hermene­
gildo al General de Brigada de Artillería, Diplo­
mado de Estado Mayor, don Antonio Fuertes Sintas.

En consideración a lo solicitado por el General de Brigada 
de Artillería. Diplomado de Estado Mayor, grupo «Mando de 
Armas», don Antonio Fuertes Sintas, y de conformidad con lo 
propuesto por la Asamblea de la Real y Militar Orden de San 
Hermenegildo.

Vengo en concederle la Gran Cruz de la referida Orden, con 
la antigüedad del día 9 de agosto de 1932, fecha en que cumplió 
las condiciones reglamentarias.

Dado en Madrid a 22 de diciembre de 1982.

JUAN CARLOS R.
El Ministro de Defensa.

NARCISO SERRA SERRA

2281 ORDEN 111/02352/1982, de 13 de diciembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la senten­
cia de la Audiencia Nacional, dictada con fecha 
16 de septiembre de 1982, en el recurso conten­
cioso-administrativo interpuesto por don José Gar­
cía Sastre, Sargento de Infantería, Caballero Mu­
tilado Permanente.

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Au­
diencia Nacional entre partes, de una, como demandante, don 
José García Sastre! quien postula por sí mismo, y de otra, 
como demandada, la Administración Pública, representada y 
defendida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del 
Ministerio de Defensa de 20 de octubre de 1978 y de 10 de enero 
de 1979, se ha dictado sentencia, con fecha 16 de septiembre 
de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que, estimando parcialmente el recurso conten- 
cioso-administrativo interpuesto por don José Granados Weil, 
Procurador de los Tribunales, en nombre y representación de 
don José García Sastre contra resoluciones del Ministerio de 
Defensa de veinte de octubre de mil novecientos setenta y ocho 
y diez de enero de mil novecientos setenta y nueve, debemos 
declarar y declaramos no ser las mismas en parte ajustadas 
a derecho y, en consecuencia, las anulamos, asimismo, parcial­
mente, reconociendo, en cambio, a dicho recurrente el derecho 
que tiene a percibir el complemento de destino por responsa­
bilidad en la función, desde la fecha de la efectividad econó­
mica de su ascenso a Sargento hasta la entrada en vigor de 
la Ley cinco/mil novecientos setenta y seis, de once de marzo, 
condenando a la Administración al pago de las cantidades que 
resulten, sin expresa imposición de costas.

Firme que sea la presente sentencia, remítase testimonio 
de la misma con el expediente administrativo al Ministerio de 
Defensa, para su ejecución y cumplimiento.

Así por esta nuestra sentencia, de la que se unirá certifi­
cación al rollo, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me 
confiere el artículo 3.º de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en 
sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años
Madrid, 13 de diciembre de 1982.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmos. Sres Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

2282 ORDEN 111/02394/1982, de 16 de diciembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
de la Audiencia Nacional dictada con fecha 13 
de julio de 1982, en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por doña María de la Huerta 
Abellán Sevilla, viuda de don Francisco Maturana 
Navarro, ex Cabo de Marinería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
oto única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia Na­
cional, entre partes, de una, como demandante, doña María de 
la Huerta Abellán Sevilla, viuda del ex Cabo de Marinería 
don Francisco Maturana Navarro, quien postula por sí mis­
ma, y de otra, como demandada, la Administración públi­
ca, representada y defendida por el Abogado del Estado, con­
tra las resoluciones del Ministerio de Defensa de 22 de octubre 
de 1979 y 29 de febrero de 1980, se ha dictado sentencia con 
fecha 13 de julio de 1982 cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimamos el recurso contencioso-administra- 
tivo interpuesto por la Procuradora señora Guerra Vicente, en

nombre y representación de doña María de la Huerta Abellán 
Sevilla, como viuda del ex Cabo de Marinería de la Armada don 
Francisco Maturana Navarro, contra las resoluciones del Mi­
nisterio de Defensa de veintidós de octubre de mil novecientos 
setenta y nueve y veintinueve de febrero de mi! novecientos 
ochenta, que dejamos sin efecto como no ajustadas a derecho, 
declarando en su virtud procede la concesión a la recurrente 
de los beneficios contemplados en el Real Decreto-ley seis/ 
mil novecientos setenta y ocho, de seis de marzo, con las con­
secuencia legales inherentes a tal declaración; sin expresa impo­
sición de costas.

Asi, por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 16 de diciembre de 1982.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.

Excmo. Sr. Almirante Jefe del Estado Mayor de la Armada
(AJEMA).

2283 ORDEN 111/02399/1982, de 16 de diciembre, por la 
que se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo, dictada con fecha 6 de octubre 
de 1982, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Matías Castaño Cervantes, Fo­
gonero Palero de la Armada, retirado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, en­
tre partes, de una., como demandante, don Matías Castaño Cer­
vantes, Fogoner Palero de la Armada, quien postula por sí 
mismo, y de otra, como demandada, la Administración Pública, 
representada y defendida por el Abogado del Estado, contra 
acuerdos del Consejo Supremo de Justicia Militar de 8 de abril 
y 24 de septiembre de 1981, se ha dictado sentencia con fecha 
6 de octubre de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso interpuesto por don Ma­
tías Castaño Cervantes contra acuerdos del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de ocho de abril y veinticuatro de septiembre 
de mil novecientos ochenta y uro, sobre haber pasivo de retiro 
dimanante del Decreto-ley seis/setenta y ocho, debemos anular 
y anulamos los referidos acuerdos, como disconformes a dere­
cho, y en 9U lugar declaramos el derecho del recurrente a que 
se le efectúe nuevo señalamiento de pensión de retiro con por­
centaje del noventa por ciento sobre la base correspondiente, 
cor especial condena en costas a la Administración.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicara en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legislati­
va”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me confie­
re el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se'cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que digo a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 16 de diciembre de 1982.—Por delegación, el Secre­

tario general para Asuntos de Personal y Acción Sindica!, Fe­
derico Michavila Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

2284 ORDEN 111/02402/1982, de 16 de diciembre, por 
la que se dispone el cumplimiento de la sentencia 
del Tribunal Supremo, dictada con fecha 20 de 
octubre de 1982, en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Venancio Monsalve de 
la Cruz, ex Guardia civil.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, con Venancio Monsal­
ve de la Cruz, ex Guardia civil, quien postula por si mismo, y 
de otra, como demandada, la Administración Pública, represen­
tada y defendida por el Abogado del Estado, contra acuerdos 
del Consejo Supremo de Justicia Militar de 8 de abril y de 
24 de septiembre de 1981, se ha dictado sentencia con fecha 20 da 
octubre de 1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimando el recurso interpuesto por don 
Venancio Monsalve de la Cruz contra acuerdos del Consejo Su-


